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Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


               




Buenos Aires, 16 de noviembre de 2006

RES. Nº 853 /2006

VISTO:


El expediente CM N SCD-211/06-0 Caratulado “S.C.D. s/ Denuncia formulada  por Ruejas  Mónica”

CONSIDERANDO:


Que se inician las presentes actuaciones con motivo de la presentación formulada ante este Consejo por quienes invocan ser integrantes de la Junta Vecinal del barrio “Los Piletones” solicitando la intervención de este Consejo para que disponga las medidas necesarias para mantener incólume la integridad del valor de justicia de esta Ciudad. 


Que manifiestan que el 21 de septiembre de 2006 en forma sorpresiva se hizo presente un grupo de personas encabezado por una mujer que dijo ser Secretaria del Juez (Roberto A. Gallardo) requiriendo la presencia de Mónica Ruejas, quien atendió a esta Comitiva en su carácter de Presidenta de la Junta Vecinal. 


Que mediante el labrado de un acta la mencionada Secretaria procedió a secuestrar documentación sobre la actividad que presta la mencionada Junta en el barrio. 


Que dicha documentación fue puesta a disposición de la requirente y se  dejó constancia en un acta que obra agregada a  las presentes actuaciones a fojas 7/8. Que puesta en conocimiento el hecho al resto de los integrantes de la Junta, estos calificaron al acto “no válido y nulo y que el secuestro de la documentación se había realizado sin ninguna orden elaborada por el Juez”. 


Que  denuncian que la reiteración de errores de este tipo cometidos por el Titular del Juzgado Contencioso Administrativo y Tributario Nº 2, los lleva a cuestionarse la aptitud  e integridad  moral del Magistrado. 




Que consideran que el proceder del Sr. Juez ha perjudicado la posibilidad de ejercer su derecho de defensa. Que todos estos hechos los llevan a concluir lo siguiente: que la causa se encuentra caratulada “Ozuna Miguel Rodolfo c/ GCABA y otros s/ amparo”; que al actor de la misma lo califican de “oscuro prontuario”; que el mencionado ha intervenido en hechos violentos en ese barrio, hasta con el mismo esposo de la presidenta de la Junta, Mónica Ruejas y  que la denuncia falsa de Ozuna tiene como fin afectar la imagen de la Junta Vecinal y su Presidenta.   




Que reconocen que nadie podría impedirle a un ciudadano participar como dirigente en una Junta Vecinal y lo que los irrita es que eso encuentre “eco y favoritismo” en un Juez que, a expensas de la magistratura que ejerce, acuda a prestar protección y facilitar actividades violentas e irracionales.




Que la conducta del Juez ha sido netamente para favorecer al Sr. Ozuna y para permitir su encumbramiento político a expensas de procurar el deterioro de la imagen de los posibles opositores. Que procedieron a  promover un amparo contra las injustas intromisiones de Ozuna, del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y del Juez a cargo del Juzgado CAyT Nº 2. 




Que  la Comisión de Disciplina y Acusación  el 12 de octubre pasado  dispuso, ante la falta de claridad y a los fines de dilucidar sobre los hechos y elementos que podrían encontrarse en la causa denunciada, que previamente se citara a ratificar y ampliar la denuncia a los miembros de la Junta Vecinal y que el Sr. Secretario de la Comisión se constituyera en el ámbito del Tribunal, compulsara la causa mas arriba referenciada y extrajera fotocopias que resultaran pertinentes.


Que como surge de las actuaciones lo dispuesto se llevo acabo, tanto las ratificaciones que corren a fs. 28/31, como los anexos que se incorporaron en dos cuerpos, cuyo contenido es todo lo hasta esa fecha reunido en la causa.   


Que de las ratificaciones se destaca lo manifestado por la Sra. Mónica Ruejas en respuesta a la  pregunta sobre lo ocurrido el 21 de septiembre de 2006,  diciendo que fue sorprendida por la presencia del Dr. Gallardo en el barrio, ya que ella como Presidenta de la Junta Vecinal nunca había visto la presencia de un 
magistrado en ese barrio. Agregó que el magistrado lo hizo acompañado por el Sr. Ozuna, que es apoderado de otra lista vecinal y de otros candidatos participantes de 
las elecciones que deberían efectuarse en octubre y que fueron suspendidas.


Que ella no se encontraba en el barrio y tuvo conocimiento de la presencia del Sr. Juez a raíz de un llamado a su celular, por parte del Subcomisario de la Comisaría 36. Que también informó que el Subcomisario había recibido una orden del Juez Gallardo respaldada por autoridades del Gobierno de la Ciudad a fin de que se le pusiera custodia policial al Sr. Ozuna y en el domicilio de éste. Además, expresa que estos hechos ocurrieron dos semanas antes del 21 de septiembre de 2006. 


Que el propio 21 de septiembre de 2006 se apersonó en el domicilio de  Mónica Ruejas una Señorita que dijo ser la Secretaria del Juez Gallardo, que no presentó ninguna credencial, sólo le preguntó el nombre a la testigo y firmó un acta que labró y de la que le dejó una copia. 


Que la Sra. Ruejas la hizo ingresar a la casa y que le sorprendió que estaba acompañada por siete personas vestidas de traje y policías que la testigo no reconoció como policía del barrio.


Que no le fue exhibida ninguna orden judicial, que le explicaron que había una denuncia en contra de la organización y le pidió facturas, remitos o cualquier constancia de los bienes recibidos del Gobierno de la Ciudad. 


Que la Sra. Ruejas le explicó como funcionaba la entrega de alimentos, la construcción de obras, etc llevada a cabo en el barrio. La agente del Juzgado labró un acta manuscrita, que obra agregada a fojas 7/8, retiró las facturas y le entregó una copia del acta labrada. 


Que en el marco de la Junta Vecinal decidieron solicitar los elementos secuestrados toda vez que ellos evaluaban que había sido efectuado sin orden judicial.  Que a raíz de estos hechos presentaron el amparo mencionado en la denuncia, y que no tienen conocimiento sobre el resultado del mismo. 


Que el letrado, el Dr. Quintana, fue tres veces al Juzgado del Dr. Gallardo y no tuvo acceso al expediente en el cual fuera denunciada la Junta Vecinal.


Que seguidamente los hechos puestos en conocimiento se refieren a hechos posteriores a la denuncia inicial, como la presencia en el Comedor de “Los Piletones” en la Manzana 10, de la Secretaria del Juzgado acompañada de la Arquitecta Castillo con motivo de presentarla como la nueva Interventora. La Sra. Ruejas cuestionó la medida por violar su derecho de defensa, le comunicó a la Secretaria del Juzgado que lo iba a poner en consideración del resto de los vecinos,  que no iba a permitir ingresar a ningún interventor  al barrio y que lo iban a hacer cargo al Juez de cualquier incidente. 


Que luego recibió un llamado de la Secretaria del Juzgado solicitándole la dirección de la Junta Vecinal  para notificarla de la intervención al barrio. 


Que concretamente la denunciante considera que “se está actuando de una manera irregular, se trata de una maniobra política ya que no le pueden ganar a ella en las elecciones en forma democrática”. 


Que hasta aquí, tenemos una descripción de los hechos denunciados, y que como lo consideró la Comisión en su Dictamen Nº 33/2006, resulta necesario analizar las constancias de la causa que son parte integrante del presente como anexo I cuerpo I y II. de los autos caratulados “Ozuna Miguel Rodolfo c/ GCABA y otros s/ amparo” a los fines de corroborar la existencia o no de hechos  en las condiciones que se los denuncian, y si de las mismas surgen conductas  que merezcan reproche disciplinario o de otro tipo por parte de los reglamentos y normas vigentes, atendiendo que la denuncia es vaga y genérica. 


Que  tomando como base el relato y descripción de  las actuaciones realizados por la Comisión de Disciplina y Acusación, se procedió a cotejar los mismos para concluir en idéntica descripción, que reproducimos; se  trata de un amparo y de una medida cautelar promovida por el Sr. Ozuna contra el Gobierno de la Ciudad, Instituto de la Vivienda, para que cese en su omisión manifiestamente ilegal y arbitraria consistente en no garantizar el efectivo cumplimiento de las prescripciones de la ley local Nº 148, fundamentalmente en su art. 3 inc IV, y  su art. 4º inc. c). 


Que asimismo solicitaron, como medida cautelar, “se ordene al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, hasta tanto exista una representación del Barrio Los Piletones que haya sido electa en comicios regulares (art. 4 inc. C de la Ley 148), se abstenga de desarrollar su política pública en materia social, habitacional, o de cualquier otra denominación a través de intermediario alguno que invoque la representación del barrio. Para ello deberá prohibírsele a la demandada que entregue a cualquier otra persona que no sea beneficiario directo de los planes sociales (locales o de índole nacional), materiales de construcción, cajas alimentarias, o cualquier otro bien del Estado que pueda ser utilizado con fines clientelísticos” (fojas 1/2 Anexo I, cuerpo I). 


Que cita la conexidad de la presente causa con la que tramita en el Juzgado Nº 2 “Villa 20 c/ Instituto de la Vivienda de la Ciudad s/ 
Amparo” (art. 14 CCABA) Expte. 12.915/0, solicita la intervención del Asesor Tutelar, acompaña prueba documental y solicita prueba informativa.


Que el presente es adjudicado al Juzgado Contencioso Administrativo y Tributario Nº 4, a cargo de la Dra. Elena Liberatori, quien en virtud de la conexidad denunciada ordenó el libramiento de oficios al Juzgado CAyT Nº 2, Secretaría Nº 3, y sin perjuicio de ello y para no dilatar el trámite de la acción ordenó el libramiento de los oficios solicitados en el punto VII apartado 2. 


Que a fojas 101 resuelve, conforme lo informado por el Juez Dr. Gallardo, hacer lugar al planteo de conexidad y remitir las actuaciones al Juzgado CAyT Nº 2.


Que a fojas 102 el Juez acepta la conexidad poniendo este extremo en conocimiento de la Secretaría General del fuero y al actor. Por la urgencia del tema remite las actuaciones al Asesor Tutelar.   


Que el Asesor Tutelar asume la representación de los derechos de incidencia colectiva de los menores del barrio Los Piletones y solicita ser parte en las actuaciones. Que previo a expedirse sobre la medida cautelar, solicita al Señor Juez que disponga un reconocimiento judicial en dicho barrio, intime al G.C.B.A. a que en plazo de cinco (5) días incorpore a estos autos el listado de las familias, detallando el número de menores, del Barrio “Los Piletones” que sean beneficiarios de los programas alimentarios del Ministerio de Derechos Humanos y Sociales e intime al Instituto de la Vivienda de la Ciudad a que en el plazo de cinco (5) días informe al Juzgado cómo se realiza la higiene, limpieza y desagote de los pozos ciegos y cloacas. 


Que con fecha 23 de agosto el Sr. Juez dispone hacer lugar a las tres  medidas que le fueran solicitadas por el Sr. Asesor Tutelar, previas a dictar la cautelar de la demanda, como por ejemplo la primera de ellas una inspección ocular para el día 29 de agosto a las 9.30 hs en el Barrio “Los Piletones”. Seguidamente corren agregadas las notificaciones de las medidas.


Que a fs. 114 se encuentra agregada el acta de la inspección ocular, que da cuenta de una recorrida del Magistrado con el actor y la Actuaria. También, se dejó constancia en dicha acta de distintas manifestaciones efectuadas por los habitantes del barrio, dentro de las cuales se encuentran constantes alusiones al manejo que realizaría la Sra. Mónica Ruejas desde el cargo que ocupa, como así también la manifestación del actor sobre amenazas recibidas por parte del hermano de la mencionada. Se toman varias fotografías que dan cuenta del estado y condiciones de las viviendas y del barrio. Por la extensión de la misma damos por reproducida y a ellas nos remitimos. 


Que seguidamente el Juez reabre el acto para dejar constancia de una situación que podría poner en peligro la integridad física del actor y dispone ordenar a la  Policía Federal la custodia personal del Sr. Ozuna, convocándose en ese acto a un móvil de la Comisaría N 36, haciendo constar lo dispuesto en acta y la puesta en conocimiento al Inspector (Diego J Campos). 


Que en oportunidad de la inspección el actor  hizo entrega al Titular del Tribunal de un dvd  titulado “PISAR AGUA DESCALZO”, realizado por estudiantes de la U.B. A, que es reservado en el Tribunal.


Que la denuncia formulada por el actor fue puesta en conocimiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, mediante comunicación que obra a fs. 190.


Que a fs. 199 consta la ampliación de los alcances de la acción de amparo y de la medida cautelar, por parte del actor, relacionados con los elementos que surgen de la inspección ocular. Seguidamente, a fs. 208 el actor pone en conocimiento el retiro de la custodia a partir del 1 de septiembre y situaciones que de hecho habrían impedido a su familia salir de la casa.


Que importa destacar la constancia de fs. 221 donde la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires  le otorga trámite urgente a lo requerido por el Tribunal en cuanto lo solicitado al I.V.C. y al Ministerio de Derechos Humanos y Sociales dependiente del GCBA.  No constando cuestionamiento, atento que ellos son los demandados de autos. 


Que a fs. 239 se presenta el Señor Asesor Tutelar acompañando diversa documental que funda solicitud, en virtud de contestar la vista conferida de fs. 217. Se expide sobre la procedencia de la medida cautelar, la verosimilitud del derecho invocado y el peligro de la demora, a cuyas argumentaciones nos remitimos en honor a la brevedad. Rescatando su conclusión, que consiste en  considerar procedente hacer lugar a la medida cautelar requerida con el siguiente alcance: “a) Ordenar al G.C.B.A. y al Instituto de la Vivienda - que exclusivamente a través de las autoridades administrativas pertinentes, y en caso de corresponder, a través de las empresas prestatarias del servicio público de higiene-, que en el término de un (1) día de notificados procedan a arbitrar todas las medidas positivas necesarias que garanticen la higiene y la limpieza del Barrio “Los Piletones”, debiendo expresamente recolectarse la basura y los residuos de materias existentes, y desagotarse la totalidad de las cámaras, pozos ciegos, y cañerías cloacales y pluviales que se encuentren en la manzanas del Barrio, especialmente las manzanas 9 y 10 en las viviendas de material fenólico, con una adecuada limpieza de las aguas estancadas que se encuentran en las calles de la zona;  b) Ordenar al G.C.B.A., que a través de la Dirección General de Ciudadanía Porteña (Conf. art. 2 Decreto Nº 1275) se encargue de la entrega directa de las cajas de alimentos correspondientes al programa de apoyo alimentario directo a familias (Decreto Nº 1646/02), con la supervisión de la Dirección General de Niñez y Adolescencia que deberá informar al Juzgado mensualmente resultado de tal monitoreo; c) Ordenar el secuestro de la documentación relativa a la implementación del programa de apoyo a grupos comunitarios (Ordenanza Nº 41.579; Decreto Nº 4174/87) que se encuentre en los comedores del Barrio “Los Piletones””.   


Que a fs. 252 con fecha 13 de septiembre el Juez resuelve:“ordenar en atención a las particularidades del caso y a fin de evitar eventualidades que pudiesen afectar el acceso a la verdad material, que se constituya la actuaria en el comedor y/o en la sede de la Junta Vecinal del Barrio “Los Piletones” y proceda al secuestro de la totalidad de la documentación correspondiente a los años 2005 y 2006, con la que se acredite percepción de materiales, alimentos y/o cualquier otro bien, como asimismo la documentación que justifique la entrega de dichos bienes. A los fines de dar cumplimiento a la medida facúltese a la Funcionaria a allanar los domicilios de las dependencias citadas precedentemente, a fin de cumplimentar lo ordenado, solicítese el auxilio de la Policía Federal Argentina para lo cual líbrese el oficio de estilo.”  


Que a fs. 240 obra agregada el acta que fuera acompañada con la denuncia donde se procedió a llevar a cabo lo dispuesto por la resolución del 13 de septiembre. 


Que previo a dar vista al Asesor Tutelar de todo lo actuado y ante la reiteración de éste sobre la medida cautelar solicitada por el actor, el Tribunal resuelve a fs. 296, 297, 298 vta. inclusive. El Magistrado dispuso: “Intimar al G.C.B.A. y al Instituto de Vivienda de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que en término de un día de notificados procedan a arbitrar todas las medidas positivas necesarias que garanticen la higiene y la limpieza del Barrio “Los Piletones”, especialmente las Manzanas 9 y 10; Ordenar al G.C.B.A que a través de la Dirección General de Ciudadanía Porteña (Conf.. Art. 2 Decreto Nº 1275) se encargue de la entrega directa de las cajas de alimentos correspondiente al programa de apoyo alimentario directo a familias (Decreto Nº 1646/02), con la supervisión de la Dirección General de Niñez y Adolescencia que deberá informar al Juzgado mensualmente el resultado de tal monitoreo; Ordenar se registre y notifique por Secretaría y con habilitación de días y horas inhábiles, y de ser necesario por oficio, a las partes, al Sr. Jefe de Gobierno Lic. Jorge Telerman, a la Sra. Ministra de Derechos Humanos y Sociales, Sra. Gabriela Cerrutti y al Sr. Asesor Tutelar en su público despacho”. 

Que los denunciantes se presentan en dichas actuaciones con fecha 6 de octubre del corriente año, es decir, un día después que formularan la denuncia ante este Consejo de la Magistratura. Que solicitan la restitución de la documentación y hacen alusión a la supuesta irregularidad del acto llevado a cabo por la Secretaria del Tribunal. 


Que el Juez les concede participación y ordena que, previo a restituir la documentación, se saque copias y se certifiquen, e intima al letrado a acompañar constancia de bono que acredite el pago del derecho fijo en los términos del art. 51 inc. d de la Ley 23.187.


Que la presentación concluye en señalarle “a V.S. que de mantenerse en la tesitura en negarse a la entrega de documentación, pondremos en conocimiento del Consejo de la Magistratura de la Ciudad de Buenos Aires, la circunstancia de haber sido víctimas de una medida arbitraria sin sustento legal con grave perjuicio a nuestra Institución, con el evidente fin de favorecer a una persona que solamente es peligrosa para los habitantes del Barrio, y que se encuentra en permanente conflicto por denunciadas que se han llevado a cabo y producido en su contra”(fs. 378 y 378 vta.) Importa destacar que dicha presentación lleva el cargo de fecha 6 de octubre y que la denuncia ante este Consejo fue realizada el 5 de octubre del corriente año. 


Que este Plenario, no puede obviar que los derechos se ejercen no se declaman y que no puede esta institución subrogarse en los derechos de los que se consideran agraviados u ofendidos o disconformes con alguna resolución judicial.  Los denunciantes han comparecido en la causa principal con su debido patrocinio letrado, pero no han utilizado ninguna herramienta procesal para hacer efectivo el derecho que dicen vulnerado, no han impugnado expresamente acto alguno, tan solo han solicitado la restitución de la documentación. 


No puede dejar de llamar la atención que han optado por vías extraordinarias, sin haber antes usado los recursos ordinarios que ofrece el proceso.


Que en las cuatrocientas fojas que tiene hoy la causa no existen elementos que puedan inculpar al magistrado de beneficiar al actor, en esas cuatrocientas fojas hay mas de un interés particular, hay innumerables intereses colectivos que superan las contiendas y rencillas particulares que los hacedores de la política barrial puedan tener. 


Que las medidas adoptadas que surgen a partir de la intervención de Asesor Tutelar, nos dirige a interpretar  que la conducta asumida por el Titular del Tribunal  no tiene  intención de beneficiar al actor, toda vez que la causa da cuenta de una innumerable cantidad de medidas que están destinadas a garantizar derechos elementales, que hacen a la dignidad humana. 


Que las medidas sobre el resguardo de la documentación fueron solicitadas efectivamente por el Asesor  Tutelar en razón y con fundamento en la realidad detectada a raíz de la inspección ocular y de diversas manifestaciones de habitantes del Barrio “Los Piletones”.


Que los  denunciantes, retomando lo que expusiéramos mas arriba optaron por vías excepcionales, como una acción de amparo contra el Gobierno de la Ciudad, el actor de los presentes y el Titular del Juzgado CAyT Nº 2. Dicha actuación tramita por ante el Juzgado CAyT Nº 5, Secretaría Nº 10. Que de las constancias del IURIX, incorporadas a los presentes, es decir la resolución de Juez interviniente, que la Comisión de Disciplina y Acusación los tiene por reproducidos y como parte de su dictamen, haciendolos los propios, como fundamento que avala su propuesta de  desestimación de la denuncia y del archivo de las presentes actuaciones: a este Plenario también resultan convincentes y precisos por ello también los hacemos propios y reproducimos la parte resolutiva pertinente que dice  “que el amparo interpuesto resulta inadmisible respecto de dos de los sujetos pasivos de la pretensión. En efecto, en lo que se refiere al Juzgado Nº 2, Sec. Nº 3, resulta evidente que si la parte actora considera que en el accionar de dicho Tribunal en el expediente “Ozuna Miguel c/ GCBA s/ acción de amparo” se han dispuesto “desprolijas medidas con apariencia de diligencia procesal” con el objeto de favorecer al Sr. Ozuna, es el ámbito de dicha acción de amparo en el que deberán presentarse, tomar la intervención procesal a que se crean con derecho y, en su caso, hacer uso de los remedios procesales impugnatorios para que el propio magistrado o la Alzada corrijan y/o revoquen los actos procesales que se consideran “desprolijos” o no ajustados a derecho”.


Que  a mas de tener dicha resolución la claridad jurídica, sustenta la base de lo que este órgano  ha sostenido en dispersas resoluciones, y para mayor certeza según las constancias los amparistas han consentido lo resuelto. 


Que también compartimos lo dictaminado por la Comisión de Disciplina y Acusación en cuanto a la supuesta irregularidad del acto procesal llevado a cabo el día 21 de septiembre del corriente, oportunidad en que la actuaria se constituyó en el Barrio “Los Piletones y fuera atendida por la Sra. Mónica Ruejas labrándose el acta cuestionada.  El instrumento aludido, hace expresa referencia a la resolución que lo ordena y de todas maneras, no se lo ha impugnado de falsedad y tampoco la identidad de la actuaria, ni su calidad. Tampoco se ha impugnado el acto en si, ni se ha solicitado la nulidad del mismo por carecer de a algún requisito. 


Que como expresa la Comisión CDyA a primera vista surge, que estamos ante un instrumento judicial y que la actuaria es portadora de una manda emitida por la Resolución de fecha 13 de septiembre de 2006, que hace referencia el encabezado del acta donde consta la firma de la Sra. Ruejas y de la cual se le hizo entrega de copias lo siguiente: “Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos. Siendo las 10.45 hs. de día 21 de septiembre de año 2006, de conformidad con lo ordenado por S.S a fs. 292 de los autos “OZUNA MIGUEL RODOLFO c/ GCBA y Otros s/ AMPARO” (art. 14 CCBA) Nº 21.030, se constituye la suscripta en  el comedor del Barrio “Los Piletones”.


Que también es cierto y atinado resaltar que, nadie ha cuestionado la competencia del Tribunal, que incluso la Sra. Jueza que previno, de ninguna manera entendió que no fuera materia de su competencia, porque de ser así, no hubiese procedido a hacer lugar a la solicitud de conexidad y a despachar las primeras medidas. 


Que por todo lo expuesto y de acuerdo con lo Dictaminado por la Comisión de Disciplina y Acusación,  este  Plenario de este Consejo concluye que la única resolución posible es la desestimación de la denuncia y su archivo, no existiendo causal ni motivación que merezca trámite alguno. 


Por ello, en función de las atribuciones conferidas por el Art.116 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la ley 31, la  Resolución C.M. Nº  384/2003 y la Resolución CM Nº 171/2003.

EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES

RESUELVE 

Artículo 1º: Desestimar la  denuncia formulada por la Sra. Mónica Ruejas, y  disponer el archivo de las presentes actuaciones.

Artículo 2º: Regístrese, notifíquese al Titular del Juzgado CAyT  Nº 2, con noticia al denunciante, remítase a la Secretaria de Disciplina y Acusación a tales fines  y oportunamente, archívese.

RESOLUCIÓN Nº 853 /2006

Juan Sebastián De Stéfano 

   


Carla Cavaliere 

              Secretario





     Presidenta
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